
 
 

1 
 

Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 30 de 
octubre de 2025, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero 
Sra. Ares González, consejera  
Sr. Herrera Campo, consejero y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 

DICTAMEN 380/2025 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 23 de septiembre de 2025 tuvo entrada en este Consejo 

Consultivo la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de 
interpretación del contrato mixto de suministro y servicio para modernización 
del sistema informático de gestión tributaria, recaudación e inspección, suscrito 
entre el Ayuntamiento de xxxx y qqqq, S.A.U. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 25 de septiembre de 
2025, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 380/2025, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al consejero Sr. Herrera Campo. 
 

Primero.- El 25 de septiembre de 2020 la Junta de Gobierno Local del 
Ayuntamiento de xxxx acordó la adjudicación del contrato mixto de suministro 
y servicio para modernización del sistema informático de gestión tributaria, 
recaudación e inspección a la empresa qqqq, S.A.U. Se trata de una actuación 
cofinanciada por el Fondo FEDER, de la Unión Europea, dentro de la Estrategia 
D.U.S.I. “Ciudad de xxxx” 2014-2020.  

 
El contrato se formalizó el 3 de noviembre de 2020. En su cláusula 

cuarta se prevé que tendrá una duración de cuatro años, contados desde su 
firma, sin posibilidad de prórroga, y se contempla un plazo de puesta en marcha 
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de cuatro meses, según resulta de la oferta económica de la adjudicataria, que 
ofrece una reducción de dos meses al periodo inicial de seis meses previsto en 
el pliego de cláusulas administrativas particulares (PCAP).  
 

Segundo.- Por resolución de la Alcaldía n.º 2023-3891, de 16 de junio 
de 2023, se aprobó la modificación del contrato en los términos propuestos 
por el tesorero municipal, responsable del contrato, en su informe de 6 de 
junio anterior (doc. 136), en el que se indica que “El informe del Técnico de 
Innovación sobre la factura número F2022 9370457873 de fecha 23 de mayo 
de 2023 considera gasto no elegible para su financiación EDUSI el importe de 
la cuota anual de mantenimiento. 

 
»Por ello, se propone la modificación del acuerdo de la Junta de 

Gobierno Local de fecha 25 de septiembre de 2020, de adjudicación del contrato 
mixto de suministro y servicios para la modernización del sistema informático 
de Gestión Tributaria, Recaudación e Inspección (Estrategia DUSI), en los 
siguientes términos: 

 
»Modificar el acuerdo en lo que se refiere a la aprobación del 

gasto, quedando la financiación del mismo de la siguiente forma, adaptando 
las anualidades a la ejecución del contrato: 

 
»-Actuación cofinanciada por el Fondo F.E.D.E.R. de la Unión 

Europea, en el marco del Programa Operativo Plurirregional de España para el 
período de programación 2014-2020, dentro de la Estrategia D.U.S.I. `Ciudad 
de xxxx 2014-2020. Aplicación presupuestaria 2023.315100.62700 un importe 
de 658.845,00 euros 

 
»-Por las cuotas anuales de mantenimiento: 

 
»Aplicación presupuestaria 2023.4.93200.22706 un 

importe de 272.100,00 euros 
 
»Aplicación presupuestaria 2024.4.93200.22706 un 

importe de 179.685,00 euros 
 
»Aplicación presupuestaria 2025.4.93200.22706 un 

importe de 87.270,00 euros”. 
 
Tercero.- El 7 de abril de 2025 la Intervención municipal, con carácter 

previo a la emisión del informe de control sobre la tramitación de las facturas 
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presentadas por el contratista, y ante la necesidad de determinar la fecha de 
finalización del contrato, solicita informe al Servicio de Patrimonio y Contratación 
sobre la vigencia del mismo y su fecha de finalización. En el escrito de petición 
de informe (doc. 150), tras referirse a la fecha, objeto, precio y duración del 
contrato, se ponen de manifiesto las siguientes circunstancias: 

 
“El 23 de mayo de 2023 se firma el acta de conformidad/recepción 

al que se acompaña informe final de suministro/implantación del Tesorero 
manifesta[n]do, como responsable del contrato, que el 8 de junio de 2022 (19 
meses después de la firma del contrato) se inició la utilización del programa y 
por tanto la prestación de los servicios de mantenimiento estimándose todavía 
un plazo de 6 meses para finalizar la formación. 

 
»Con motivo de la recepción se tramitó factura por importe de 

772.645,50 euros por licencia/implantación/mantenimiento 1 año (8 junio 2022 
a 7 junio 2023), ya que la facturación del contrato es anual y en diciembre de 
2023 la factura por importe de 65.884,50 euros en concepto de formación. 

 
»A la vista del informe emitido el 24 de mayo de 2023 por el 

Técnico programa Edusi sobre no elegibilidad de la cuota de mantenimiento 
con los fondos europeos y el retraso de 15 meses en la puesta en marcha del 
servicio se acordó, a propuesta del Tesorero, la modificación del acuerdo de 
aprobación del gasto adaptando las anualidades a la ejecución del contrato. 

 
»De las actuaciones anteriores se deduce que: 

 
»El plazo de puesta en marcha del servicio casi se quintuplicó, sin 

que en el expediente se justifiquen los motivos que lo ocasionaron ni los motivos 
para no iniciar un expediente de imposición de penalidades al contratista. 

 
»Se consideró en la modificación del acuerdo de gasto que el 

inicio del cómputo de los 3 años de mantenimiento recogidos en el contrato 
se inició el 8 de junio de 2022 y finalizaría el 7 de junio de 2025. Por el Tesorero 
municipal se ha emitido informe de 5 de marzo de 2025 en el que ‘se considera 
que la duración del contrato de suministro y servicio para la modernización del 
sistema informático de gestión tributaria, recaudación e inspección, tenía una 
duración de cuatro años, del 3 de noviembre de 2020 a 3 de noviembre de 
2024, pues la modificación realizada por resolución de la Alcaldía de fecha 16 
de junio de 2023 tenía la consideración de modificación no sustancial, y no 
afectaba a la duración del contrato’.  
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»En base a dicha interpretación, por la empresa contratista se han 
emitido las siguientes facturas, que han sido conformadas por el Tesorero y por 
el Concejal de Hacienda y tramitadas para el reconocimiento de la obligación: 

 
»30/11/24 por 68.920,27 euros del 8/06/2024 - 2/11/2024 

al precio del contrato 
 
»19/12/24 por 27.325,66 euros del 3/11/2024 - 3/12/2024 

un 82,49 % por encima del precio del contrato 
 
»27.325,66 euros del 3/12/2024 - 02/01/2025 un 82,49 % 

por encima del precio del contrato 
 

»A la vista de las discrepancias que se observan entre los hechos 
expuestos anteriormente y el informe del responsable del contrato sobre la 
fecha de finalización del mismo, y ante los importantes perjuicios económicos 
para el Ayuntamiento derivados de dicha interpretación, vistas las pretensiones 
de incremento del coste del servicio en un 82,49 %”, se solicita el indicado 
informe sobre la vigencia del contrato y su fecha de finalización. 

 
Cuarto.- En respuesta a la petición de informe efectuada por la 

Intervención, el 30 de abril de 2025 el Servicio de Patrimonio y Contratación 
concluye, sobre la cuestión relativa a la duración del contrato, que “(…) el 
contrato se encuentra vigente, finalizando su ejecución el 7 de junio de 2025, 
de conformidad con la modificación aprobada mediante Resolución de la 
Alcaldía núm. 2023-3891, de 16 de junio de 2023, entendiéndose que el 
contratista efectivamente manifestó su conformidad con la distribución y 
reajuste de anualidades presupuestarias para ajustarlo a la efectiva ejecución 
del contrato, mediante la presentación, en primer lugar, de la factura cuya 
tramitación de pago motivó la modificación contractual referida, así como la 
presentación de la factura correspondiente a la cuota de la segunda anualidad 
de mantenimiento del aplicativo contratado, toda vez que ambas responden a 
la periodificación establecida con la modificación”. Además, advierte sobre la 
necesidad de disponer de una mayor información acerca de la demora del plazo 
de puesta en marcha del contrato, el seguimiento de la efectiva ejecución del 
mismo, y la realización de las tareas de formación, y sobre el hecho de que las 
últimas facturas presentadas por la contratista pudieran suponer una indebida 
revisión de precios (doc. 151). 

 
Quinto.- En escrito de 12 de mayo de 2025 el contratista señala que el 

contrato “finalizó el pasado 2 de noviembre de 2024”, y que “A fecha de hoy, 
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que seguimos prestando el servicio de mantenimiento del software instalado 
de conformidad con la carta de continuidad de servicio adjunta, qqqq no ha 
tenido conocimiento de que se haya iniciado trámite alguno para la 
contratación formal del servicio de mantenimiento para la anualidad 2025-
2026, y sucesivas. 

 
»Adicionalmente, a fecha de hoy, el importe de facturas vencidas 

emitidas por qqqq y pendiente de pago por parte del Ayuntamiento de xxxx 
asciende a 154.143,12 euros. A continuación el detalle: (…). Por lo antes 
expuesto, qqqq procederá a la interrupción de los servicios con fecha efectiva 
el 16 de Junio de 2025. (…)” (doc. 158). 

 
Sexto.- El 26 de mayo de 2025 el tesorero, responsable del contrato, 

emite informe en el que, por los argumentos que expone (y que se desarrollarán 
en las consideraciones jurídicas de este dictamen), considera que el contrato 
“tenía una duración de cuatro años, del 3 de noviembre de 2020 a 3 de 
noviembre de 2024, pues la modificación realizada por resolución de la Alcaldía 
de fecha 16 de junio de 2023 no afectaba a la duración del contrato” (doc. 162). 
 

Séptimo.- El 25 de julio de 2025 la Junta de Gobierno Local acuerda 
iniciar un expediente de interpretación del contrato, en lo referente a la efectiva 
duración del contrato mixto, asumiendo el contenido y conclusiones del informe 
del Servicio de Patrimonio y Contratación de 30 de abril de 2025 (doc. 180). 

 
Octavo.- Concedido trámite de audiencia al contratista, el 4 de agosto 

de 2025 presenta alegaciones (doc. 188) en las que se opone a la interpretación 
del PCAP realizada por el órgano de contratación, pues el contrato finalizó el 
3 de noviembre de 2024. 

 
Señala que “el 24 de octubre de 2024 (esto es, antes de la finalización 

del contrato), la Tesorería del Ayuntamiento dictó un acuerdo mediante el que 
informaba a qqqq que el Ayuntamiento tenía interés en `mantener el servicio 
prestado hasta la fecha´ y en el que se indicaba expresamente que se habían 
`iniciado los trámites para la contratación del nuevo servicio de mantenimiento 
y alojamiento en Cloud de los aplicativos de Gestión de habitantes (ePOB) y 
Gestión Tributaria, Recaudación e Inspección (eSTIMA)´ (en adelante, el 
‘Acuerdo’). 

 
»Asimismo, en el Acuerdo se indicaba que, en el caso de que la 

fecha de formalización del nuevo contrato que se estaba tramitando no 
coincidiese con la fecha de finalización del contrato (esto es, el 2 de noviembre 



 
 

6 
 

de 2024), qqqq podría `facturar el servicio mensualmente aplicando las tarifas 
actuales hasta la formalización del mismo´. 

 
»Por lo tanto, confiando en que el Ayuntamiento ya había iniciado 

los trámites para la nueva contratación de los servicios que eran objeto del 
contrato (tal y como afirmaba expresamente en el Acuerdo), y que, por lo 
tanto, el nuevo contrato parecía que se formalizaría en un plazo breve, qqqq 
siguió (y sigue) prestando los servicios de mantenimiento y alojamiento Cloud 
como muestra de su buena fe, pese a la finalización del contrato. 

 
»No obstante, (…), a fecha del presente escrito, todavía no se han 

iniciado formalmente los trámites para la contratación de los nuevos servicios. 
 
»Esta circunstancia, junto con el hecho de que en el Acuerdo se 

establezca que los servicios pueden facturarse ̀ aplicando las tarifas actuales´, 
llevan a concluir que el Acuerdo encaja en la figura de las denominadas 
`órdenes de continuidad´ sin que pueda incardinarse en un supuesto de 
`prórroga forzosa´ previsto en el art. 29.4 de LCSP. 

 
»Por lo tanto, es evidente que el contrato ya finalizó el 3 de 

noviembre de 2024, pues, de lo contrario carecería de sentido dictar una orden 
de continuidad. 

 
»(…) el Informe de la Tesorería Municipal de 26 de mayo de 2025 

y por el que se concluye que: (…). 
 
»Así, el Ayuntamiento, obviando la opinión del propio 

responsable del contrato, opta por hacer suyas las conclusiones del informe 
de la jefa de servicio de Patrimonio y Contratación de 30 de abril de 2025 
(informe del que no se ha dado traslado a qqqq) y por el que se concluye, 
erróneamente, que el contrato se hallaría vigente (al menos hasta el 7 de junio 
de 2025) en tanto que se habría producido una suerte de modificación de su 
duración al haberse producido un reajuste en la distribución de las anualidades 
presupuestarias para hacer efectivo el pago (lo que carece de sentido y es una 
afirmación muy alejada de la realidad). 

 
»La duración de los contratos es la que se fija en los mismos, sin 

que la falta de disponibilidad presupuestaria permita prolongar su duración 
más allá del tiempo inicialmente pactado (más aun en un supuesto en que el 
propio contrato no admitía prórrogas). Y así lo evidencia ya el propio hecho que 
la Tesorería Municipal informara en el sentido de desvincular la modificación y 
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el reajuste de anualidades presupuestarias a la propia duración del contrato, 
sin que la primera afecte (ni pueda afectar) a la segunda. 

 
»Por lo tanto, el criterio del Servicio de Patrimonio y Contratación 

no puede compartirse, (…)”. 
 

Noveno.- El 11 de septiembre de 2025 la Secretaría del Ayuntamiento 
emite informe (doc. 190), favorable a la interpretación realizada por el Servicio 
de Patrimonio y Contratación en su informe de 30 de abril de 2025, de modo 
que el plazo de ejecución del contrato terminaría el 7 de junio de 2025, si bien 
realiza las siguientes consideraciones: 

 
“Segunda. El Anexo I, en relación con la cláusula 3.ª del Pliego 

de cláusulas administrativas particulares (PCAP), dispone que el plazo de 
ejecución del contrato es de cuatro años y la puesta en marcha en seis meses 
(este plazo fue mejorado por qqqq en dos meses, por lo que el plazo final de 
implantación o puesta en marcha ofertado era de 4 meses). 

 
»Conviene advertir que, tanto el art. 3.º como el Anexo I del 

PCAP, definen el plazo como un plazo de ejecución y no de duración del mismo, 
y ello se debe a la naturaleza jurídica mixta del contrato, de suministro y 
servicios. 

 
»En este sentido es preciso recordar que en el objeto de contrato 

se establecen varias prestaciones: 
 

»- Adquisición de licencia. 
»- Servicios de implantación y puesta en marcha. 
»- Formación de personal. 
»- Mantenimiento (3 años). 

 
»En este sentido la cláusula 1 del pliego de prescripciones técnicas 

dispone que el objeto de contrato incluye, en lo que aquí interesa, los siguientes 
componentes:  

 
»1. Suministro de una licencia para el uso de un Sistema 

de Información de Gestión Tributaria y Recaudación, consistente en una 
aplicación informática orientada a cubrir las funcionalidades de la gestión, 
inspección y recaudación de los ingresos municipales del Ayuntamiento de 
xxxx. 
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»Esta licencia del aplicativo ofertado lleva implícitos: 
 
- Mantenimiento Correctivo y Evolutivo del Sistema, desde 

el momento de su implantación. 
 
»Según informe final de implantación emitido por el 

Tesorero Municipal el servicio de mantenimiento comienza a computarse desde 
el 7 de junio de 2022, por lo que en consideración a dicha disposición el plazo 
de mantenimiento de 3 años ofertado por qqqq ha de computarse desde esa 
fecha, y consecuentemente finalizará el día 7 de junio de 2025. 

 
»Tercera. Por lo que se refiere al reajuste de anualidades acordado 

por Resolución de la Alcaldía el día 16 de junio de 2023, efectivamente no 
supuso una modificación del contrato, ni de su plazo de ejecución, sino dar 
cumplimiento a lo dispuesto en el art. 96.1 Real Decreto 1098/2001, de 12 de 
octubre, por el que se aprueba el Reglamento general de la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas (RCAP), debido al retraso en el comienzo de 
la puesta en marcha e implantación del servicio, en más de 15 meses del plazo 
ofertado por la empresa adjudicataria (4 meses). 

 
»Dispone el art. 96.1 RCAP: (…). 
 
»Dicho ajuste de anualidades fue perfectamente conocido por 

qqqq, la cual prestó su conformidad con la distribución de anualidades 
presupuestarias para ajustarlo a la efectiva ejecución del contrato, mediante 
la presentación, en primer lugar, de la factura cuya tramitación de pago motivó 
el ajuste referido, así como la presentación de la factura correspondiente a la 
cuota de la segunda anualidad de mantenimiento del aplicativo contratado, 
toda vez que ambas responden a la periodificación establecida con el repetido 
ajuste, tal y como manifiesta la jefe del Servicio de Contratación en el informe 
de 30 de abril de 2025”.  

 
Décimo.- El 16 de septiembre de 2025 la Intervención municipal emite 

informe (doc. 191), en el que comparte las conclusiones del informe de 
Secretaría, “haciendo especial hincapié en la naturaleza del contrato mixto de 
suministro y servicio por la que el contrato no puede considerarse finalizado 
hasta que se haya cumplido el objeto del mismo: 3 años de mantenimiento 
desde la fecha de implantación (8 de junio de 2022) que ha finalizado el 7 de 
junio de 2025, como se aprobó en la resolución de reajuste de anualidades del 
contrato motivada por el retraso en la puesta en marcha de más de 15 meses”. 
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Añade que “La interpretación del contratista no sólo reduciría la 
prestación del servicio reflejada en el contrato en 7 meses y cinco días, sino 
que también reduciría el precio de adjudicación del contrato en 110.764,73 
euros (de 1.197.900 euros a 1.087.132,27 euros)”. 

 
Hace referencia separadamente a la improcedencia del pago de las 

facturas reclamadas por el contratista. Indica sobre ello lo siguiente:  
 

“En su escrito de oposición a la interpretación del Ayuntamiento 
por la que el contrato tiene fecha de finalización el 7 de junio de 2025 y a la 
resolución por la que se ordena la continuidad del contrato desde el 8 de junio 
hasta adjudicación del nuevo contrato la empresa reitera la existencia de un 
incumplimiento de las obligaciones del Ayuntamiento de pago de las facturas 
emitidas por los servicios prestados. 

 
»Como se recoge en el expediente, por parte de la empresa se 

han emitido facturas por el servicio prestado desde el 3 de noviembre de 2024 
incumpliendo las obligaciones del contrato vigente, tanto el periodo de 
facturación (de facturación anual han pasado a facturación mensual o de más 
de 2 meses) como en el precio del contrato con un incremento del precio de 
12.351,91 euros/mes (un 82,49 % más que el precio reflejado en el acuerdo 
de adjudicación), por lo que la aprobación y pago de dichas facturas habría 
supuesto un claro perjuicio patrimonial. 

 
»De hecho, el Ayuntamiento no sólo no ha incumplido las 

obligaciones de pago derivadas del contrato, sino que a propuesta del 
responsable del contrato y al objeto de garantizar la prestación del servicio ha 
anticipado el reconocimiento de la obligación y el pago de los servicios 
prestados del 2 de junio a 3 de noviembre de 2024 facturados por la empresa 
incumpliendo el periodo de facturación previsto en el contrato”.  

 
Undécimo.- Por resolución de la Alcaldía n.º 2025-7855, de 17 de 

septiembre de 2025, se avoca la competencia como órgano de contratación 
delegada en la Junta de Gobierno Local, se formula la solicitud de este dictamen 
y se suspende el plazo para dictar y notificar la resolución del procedimiento 
durante el tiempo que medie entre la solicitud de dictamen al Consejo Consultivo 
de Castilla y León y la efectiva recepción del mismo. 

 
Duodécimo.- El 23 de septiembre de 2025 se formula propuesta de 

resolución, en el sentido de interpretar que el contrato “finalizó el día 7 de 
junio de 2025, y no como indica qqqq el día 3 de noviembre de 2024”, con 
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base en los informes del Servicio de Patrimonio y Contratación, de la Secretaría 
y de la Intervención. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),3º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen, según lo establecido en el apartado tercero, 1.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones.  

 
Cómo se dirá a continuación, la preceptividad del dictamen deriva 

también de la normativa reguladora de los contratos del sector público.  
 
2ª.- La normativa aplicable al presente contrato viene determinada 

fundamentalmente, además de por los pliegos rectores del contrato, por la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP).  

 
En cuanto al procedimiento para el ejercicio de la potestad interpretativa, 

el artículo 191 de la LCSP establece como trámites preceptivos la audiencia al 
contratista y, cuando se formule oposición por parte de este -como ocurre en 
el supuesto analizado-, el dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo 
equivalente de la comunidad autónoma respectiva. 

 
Consta en el expediente la oposición del contratista, formulada el 4 de 

agosto de 2025, a la interpretación que propone el órgano de contratación. 
 
En el procedimiento debe tenerse en cuenta el artículo 97 del Reglamento 

General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por 
el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, y, con carácter subsidiario, las 
disposiciones establecidas en el título IV de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 
según prevé la disposición final cuarta de la LCSP. 
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3ª.- La competencia para resolver el procedimiento de interpretación 

del contrato corresponde al órgano de contratación, de acuerdo con el artículo 
190 de la LCSP. 

 
4ª.- Como ha señalado este Consejo Consultivo en reiteradas ocasiones 

(a.e., dictámenes 761/2013, 271/2017, 228/2021 o 39/2024), la prerrogativa 
de interpretar los contratos, prevista actualmente en el artículo 190 de la LCSP, 
ha de ejercerse, como indica dicho precepto, “dentro de los límites y con 
sujeción a los requisitos y efectos señalados en la presente Ley” y en la 
legislación específica que resulte de aplicación.  

 
Desde el punto de vista sustantivo, la prerrogativa de interpretación no 

puede ser entendida de un modo absoluto que justifique un proceder no 
adecuado a una relación concertada (sentencia del Tribunal Supremo de 20 
de abril de 1999). Así, es evidente que la interpretación del contrato no es una 
vía para su reformulación, ni puede encubrir modificaciones, solo permitidas 
en los supuestos legalmente previstos y para las que se ha establecido una 
tramitación específica.  

 
Ante la manifestación de un disenso sobre el significado de las cláusulas 

contractuales, es necesario indagar el sentido que ha de atribuírseles, y 
contemplar, desde una perspectiva global, sistemática o integradora, el régimen 
jurídico del contrato, en el que, como punto de partida, no pueden presumirse 
las contradicciones o antinomias. 

 
En esa tarea hermenéutica, a falta de disposiciones expresas en la 

normativa administrativa, constituyen un elemento primordial los criterios 
interpretativos establecidos en los artículos 1.281 a 1.289 del Código Civil, 
aplicables también respecto de los contratos administrativos, tal y como 
resulta del orden de fuentes del artículo 25 de la LCSP. 

 
En este sentido, el Tribunal Supremo ha precisado que el contrato 

administrativo no es una figura radicalmente distinta del contrato privado, ya 
que responde claramente a un esquema contractual común elaborado por el 
Derecho Civil, lo que permite invocar -con carácter supletorio- los principios 
establecidos en el Código Civil. Tal es la doctrina asumida explícita o 
implícitamente por numerosas sentencias, que aplican dichos criterios en el 
ámbito de la contratación administrativa (sentencias del Tribunal Supremo de 
18 de abril y 18 de julio de 1988, 16 de mayo y 6 de julio de 1990, 15 de 
febrero de 1991, 14 de diciembre de 1995, 11 de marzo de 1996, 8 de marzo 
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de 1999, 12 de julio de 2005, 6 de abril de 2006, 19 de junio de 2007 y 1 de 
marzo de 2017, entre otras).  

 
En este orden de ideas, este Consejo Consultivo ha subrayado que la 

labor interpretativa debe atender fundamentalmente a la voluntad manifestada 
por las partes en el contrato administrativo que las vincula, y considerar el 
documento en que se formaliza y el contenido de los pliegos que se asumen 
como contenido contractual, en los que se concretan los pactos y condiciones 
definidoras de los derechos y obligaciones asumidos por las partes (artículo 
122.2 de la LCSP).  

 
Por tal motivo, la relevancia de los pliegos, como norma básica para 

resolver todo lo relativo al cumplimiento, inteligencia y efectos de los contratos 
administrativos, se destaca por este Consejo Consultivo en tanto que aquellos 
constituyen la “ley del contrato” y son expresión del principio de libertad de 
pactos reconocido en el artículo 34 de la LCSP (traslación del principio de 
autonomía de la voluntad del artículo 1.255 del Código Civil); pactos que son 
lícitos siempre que no sean contrarios al interés público, al ordenamiento 
jurídico o a los principios de buena administración, y que han de ser cumplidos 
conforme al principio pacta sunt servanda. También debe recordarse que la 
validez y el cumplimiento de los contratos no pueden dejarse al arbitrio de uno 
de los contratantes (artículo 1.256 del Código Civil). 

 
Por lo expuesto, serán las cláusulas de los pliegos que rigen el contrato, 

en consonancia con el contenido de la oferta del adjudicatario, las que 
determinen cuál ha sido la voluntad manifestada en el contrato.  

 
Finalmente, como ha señalado la Sala de lo Contencioso-administrativo 

de Valladolid, del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, en su 
Sentencia n.º 926/2016, de 10 de junio, esta prerrogativa interpretativa de la 
Administración “está contemplada legalmente no solo para asegurar sin 
dilaciones la ejecución de la obra, la prestación del servicio o el suministro, 
sino, también, para conocer la auténtica voluntad de lo convenido, teniendo 
en cuenta que las cláusulas contractuales están redactadas unilateralmente 
por la propia Administración y por tanto es ella la que mejor está dotada para 
conocer su verdadero sentido. Salvo abuso de poder, error o irracionalidad se 
habrá de estar a la interpretación por ella sostenida por la prevalencia del 
interés público que en la prestación del servicio está presente; tomando en 
consideración, en todo caso, que cuando los términos son claros se ha de estar 
al sentido literal de las cláusulas; que a efectos de interpretación sirven de 
pauta los hechos coetáneos y posteriores de las partes para saber su voluntad; 



 
 

13 
 

que en los supuestos de oscuridad en la redacción de las cláusulas a interpretar 
provocada por la Administración se ha de estar a lo establecido en el art. 1288 
del C. Civil; y que el elemento finalista tiene una importancia singular en la 
interpretación de los contratos, pero en función del fin no se puede hacer una 
interpretación contraria al sentido de los términos y a la intención de los 
contratantes, variando el contenido obligacional del contrato. 

 
 »En cualquier caso, la prerrogativa de interpretación del contrato 

debe atemperarse a los principios de prohibición de la arbitrariedad y no puede 
quedar al arbitrio de uno de los solos obligados el cumplimiento de las 
obligaciones”. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 

interpretación de contrato, en el que la discrepancia entre las partes (que 
también se produce entre distintos departamentos del propio Ayuntamiento 
consultante) surge respecto a la fecha en la que finaliza el contrato mixto de 
suministro y servicio para modernización del sistema informático de gestión 
tributaria, recaudación e inspección, suscrito el 3 de noviembre de 2020 entre 
el Ayuntamiento de xxxx y qqqq, S.A.U.  

 
El artículo 3º del PCAP del contrato, relativo al “Plazo de ejecución”, 

determina que “El contrato tendrá la duración fijada en el Anexo I a contar 
desde la formalización del contrato”. A estos efectos, el apartado 4.1 del citado 
anexo fija un plazo de ejecución de “Cuatro años. Puesta en marcha a los seis 
meses”, puesta en marcha que el contratista redujo en 2 meses. A su vez, no 
se contempla la posibilidad de plazos parciales ni de prórrogas. Ni la obligación 
de presentar un programa de trabajo, en su apartado 15. 

 
El artículo 29 de la LCSP, sobre el “Plazo de duración de los contratos y 

de ejecución de la prestación”, determina lo siguiente: 
 

“1. La duración de los contratos del sector público deberá 
establecerse teniendo en cuenta la naturaleza de las prestaciones, las 
características de su financiación y la necesidad de someter periódicamente a 
concurrencia la realización de las mismas, sin perjuicio de las normas 
especiales aplicables a determinados contratos. 

 
»2. El contrato podrá prever una o varias prórrogas siempre que 

sus características permanezcan inalterables durante el período de duración 
de estas, sin perjuicio de las modificaciones que se puedan introducir de 
conformidad con lo establecido en los artículos 203 a 207 de la presente Ley. 
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»3. (…). 
 
»4. Los contratos de suministros y de servicios de prestación 

sucesiva tendrán un plazo máximo de duración de cinco años, incluyendo las 
posibles prórrogas que en aplicación del apartado segundo de este artículo 
acuerde el órgano de contratación, respetando las condiciones y límites 
establecidos en las respectivas normas presupuestarias que sean aplicables al 
ente contratante. 

 
»(…).  

 
»No obstante lo establecido en los apartados anteriores, cuando 

al vencimiento de un contrato no se hubiera formalizado el nuevo contrato que 
garantice la continuidad de la prestación a realizar por el contratista como 
consecuencia de incidencias resultantes de acontecimientos imprevisibles para 
el órgano de contratación producidas en el procedimiento de adjudicación y 
existan razones de interés público para no interrumpir la prestación, se podrá 
prorrogar el contrato originario hasta que comience la ejecución del nuevo 
contrato y en todo caso por un periodo máximo de nueve meses, sin modificar 
las restantes condiciones del contrato, siempre que el anuncio de licitación del 
nuevo contrato se haya publicado con una antelación mínima de tres meses 
respecto de la fecha de finalización del contrato originario (…). 

 
»5. (…).  
 
»6. (…).  
 
»7. No obstante lo dispuesto anteriormente, los contratos de 

servicios que sean complementarios de otros contratos de obras o de suministro 
podrán tener un plazo de vigencia superior al señalado en el apartado 4 que, 
en ningún caso, excederá del plazo de duración del contrato principal, salvo 
en los contratos que comprendan trabajos relacionados con la liquidación del 
contrato principal, cuyo plazo final excederá al del mismo en el tiempo necesario 
para realizarlos. 

 
»Ha de entenderse por contratos complementarios aquellos que 

tienen una relación de dependencia respecto de otro, el principal, y cuyo objeto 
se considere necesario para la correcta realización de la prestación o prestaciones 
a las que se refiera dicho contrato principal”. 
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En este caso, nos encontramos ante un contrato mixto. Conforme al 
artículo 18.1 de la LCSP, “Se entenderá por contrato mixto aquel que contenga 
prestaciones correspondientes a otro u otros de distinta clase. 

 
»Únicamente podrán celebrarse contratos mixtos en las 

condiciones establecidas en el artículo 34.2 de la presente Ley [Dicho artículo 
34.2 establece que “Solo podrán fusionarse prestaciones correspondientes a 
diferentes contratos en un contrato mixto cuando esas prestaciones se 
encuentren directamente vinculadas entre sí y mantengan relaciones de 
complementariedad que exijan su consideración y tratamiento como una 
unidad funcional dirigida a la satisfacción de una determinada necesidad o a 
la consecución de un fin institucional propio de la entidad contratante”]. 

 
»El régimen jurídico de la preparación y adjudicación de los 

contratos mixtos se determinará de conformidad con lo establecido en este 
artículo; y el de sus efectos, cumplimiento y extinción se determinará de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 122.2”. 

 
A este respecto, el artículo 122.2 de la LCSP prevé que “En el caso de 

contratos mixtos, [en los pliegos de cláusulas administrativas particulares] se 
detallará el régimen jurídico aplicable a sus efectos, cumplimiento y extinción, 
atendiendo a las normas aplicables a las diferentes prestaciones fusionadas en 
ellos”. 

 
Según la cláusula 1 del PCAP del contrato analizado, “Es objeto del 

contrato mixto el suministro y servicio para modernización del sistema informático 
de gestión tributaria, recaudación e inspección, al que se refiere el presente 
pliego, descrito en el Anexo I al mismo y definido en el correspondiente Pliego 
de Prescripciones Técnicas, que recoge las necesidades administrativas a 
satisfacer mediante el contrato y los factores de todo orden a tener en cuenta”. 

 
El artículo 16.3.b) de la LCSP califica como contrato de suministro “Los 

que tengan por objeto la adquisición y el arrendamiento de equipos y sistemas 
de telecomunicaciones o para el tratamiento de la información, sus dispositivos 
y programas, y la cesión del derecho de uso de estos últimos, en cualquiera 
de sus modalidades de puesta a disposición, a excepción de los contratos de 
adquisición de programas de ordenador desarrollados a medida, que se 
considerarán contratos de servicios”. 

 
En lo que interesa al caso, y de acuerdo con la cláusula 1 del pliego de 

prescripciones técnicas (PPT), el suministro de la licencia conlleva la prestación 
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del servicio de mantenimiento correctivo y evolutivo del sistema, desde el 
momento de su implantación. 

 
De este modo, dicha cláusula 1 del PPT define el objeto del contrato, 

que resume indicando que “Incluye, por tanto, los siguientes componentes: 
 

»1. Suministro de una licencia para el uso de un Sistema de 
Información de Gestión Tributaria y Recaudación, consistente en una aplicación 
informática orientada a cubrir las funcionalidades de la gestión, inspección y 
recaudación de los ingresos municipales del Ayuntamiento de xxxx. 

 
»Esta licencia del aplicativo ofertado lleva implícitos: 

 
»- Mantenimiento Correctivo y Evolutivo del Sistema, desde 

el momento de su implantación. 
 
»- Soporte a la Gestión y Explotación del Sistema durante 

la duración total del contrato. 
 

»2. Servicios de asistencia asociados a la propia implantación del 
aplicativo, que incluyen: (…). 

 
»3. Servicios tecnológicos integrales de Centro de Procesamiento 

de Datos (CPD), de comunicaciones seguras entre éste y la red corporativa del 
Ayuntamiento de xxxx, así como los servicios profesionales que resulten 
necesarios sobre dicha infraestructura, durante la duración total del contrato. 

 
»4. Obligación de respetar los preceptos e indicaciones contenidas 

en el Real Decreto 4/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema 
Nacional de Interoperabilidad y Seguridad en el ámbito de la Administración 
Electrónica, así como en futuras modificaciones legislativas”.  

 
De acuerdo con lo expuesto, procede considerar que la duración de este 

contrato mixto, que el artículo 3 del PCAP fija en cuatro años, se acomoda al 
régimen jurídico descrito. 

 
6ª.- Por otra parte, como se indica en el antecedente segundo de este 

dictamen, por resolución de la Alcaldía n.º 2023-3891, de 16 de junio de 2023, 
se aprobó la modificación del contrato en los términos propuestos por el 
responsable del contrato en su informe de 6 de junio de 2023. 
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Frente a lo que sostiene el informe del Servicio de Patrimonio y 
Contratación de 30 de abril de 2025, mencionado en el antecedente cuarto de 
este dictamen, el informe de la Secretaría del Ayuntamiento de 11 de 
septiembre de 2025, que sirve de base a la propuesta, aclara con acierto que 
el reajuste de anualidades acordado por la citada resolución de la Alcaldía no 
supuso una modificación del contrato. Señala en este sentido lo siguiente: 

 
“Tercera. Por lo que se refiere al reajuste de anualidades acordado 

por Resolución de la Alcaldía el día 16 de junio de 2023, efectivamente no 
supuso una modificación del contrato, ni de su plazo de ejecución, sino dar 
cumplimiento a lo dispuesto en el art. 96.1 Real Decreto 1098/2001, de 12 de 
octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas (RCAP), debido al retraso en el comienzo de 
la puesta en marcha e implantación del servicio, en más de 15 meses del plazo 
ofertado por la empresa adjudicataria (4 meses). 

 
»Dispone el art. 96.1 RCAP: 

 
»1. Cuando por retraso en el comienzo de la ejecución del 

contrato sobre lo previsto al iniciarse el expediente de contratación, 
suspensiones autorizadas, prórrogas de los plazos parciales o del total, 
modificaciones en el proyecto o por cualesquiera otras razones de interés 
público debidamente justificadas se produjese desajuste entre las anualidades 
establecidas en el pliego de cláusulas administrativas particulares integrado en 
el contrato y las necesidades reales en el orden económico que el normal 
desarrollo de los trabajos exija, el órgano de contratación procederá a 
reajustar las citadas anualidades siempre que lo permitan los remanentes de 
los créditos aplicables, y a fijar las compensaciones económicas que, en su 
caso, procedan. (…)”. 

 
El informe de la Intervención de 16 de septiembre de 2025 comparte 

las consideraciones jurídicas del informe de la Secretaría en este punto. 
 
También mantiene esta posición la contratista en las alegaciones 

presentadas en el trámite de audiencia, en las que indica:  
 

“(…) el Informe de la Tesorería Municipal de 26 de mayo de 2025 
(…) concluye que: `Por lo expuesto, se considera que la duración del contrato 
de suministro y servicio para la modernización del sistema informático de gestión 
tributaria, recaudación e inspección, tenía una duración de cuatro años, del 3 
de noviembre de 2020 al 3 de noviembre de 2024, pues la modificación 
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realizada por resolución de Alcaldía de fecha 16 de junio de 2023 no afectaba 
a la duración del contrato´. 

 
»Así, el Ayuntamiento, obviando la opinión del propio responsable 

del contrato, opta por hacer suyas las conclusiones del informe de la jefa de 
servicio de Patrimonio y Contratación de 30 de abril de 2025 (informe del que 
no se ha dado traslado a qqqq) y por el que se concluye, erróneamente, que 
el contrato se hallaría vigente (al menos hasta el 7 de junio de 2025) en tanto 
que se habría producido una suerte de modificación de su duración al haberse 
producido un reajuste en la distribución de las anualidades presupuestarias 
para hacer efectivo el pago (lo que carece de sentido y es una afirmación muy 
alejada de la realidad). 

 
»La duración de los contratos es la que se fija en los mismos, sin 

que la falta de disponibilidad presupuestaria permita prolongar su duración 
más allá del tiempo inicialmente pactado (más aun en un supuesto en que el 
propio contrato no admitía prórrogas). Y así lo evidencia ya el propio hecho que 
la Tesorería Municipal informara en el sentido de desvincular la modificación y 
el reajuste de anualidades presupuestarias a la propia duración del contrato, 
sin que la primera afecte (ni pueda afectar) a la segunda. 

 
»Por lo tanto, el criterio del Servicio de Patrimonio y Contratación 

no puede compartirse, resultando que la única interpretación que cabe, en 
cuanto a la duración del contrato, es la que resulta del informe de la Tesorería 
Municipal de 26 de mayo de 2025, por lo que sólo cabrá el dictado de una 
resolución por la que se confirme el criterio de la Tesorería Municipal y el que 
aquí ahora se ve obligado a defender qqqq”.  

 
En la misma línea, el informe del tesorero municipal, responsable del 

contrato, de 26 de mayo de 2025, mencionado en el antecedente sexto de 
este dictamen, se refiere al “Alcance de la modificación” señalando lo siguiente: 

 
“El contrato no preveía ninguna modificación, sin perjuicio de 

aquellas modificaciones del contrato cuando concurra alguna de las circunstancias 
a que se refiere el apartado 2 del artículo 205 de la Ley 9/2017, de Contratos 
del Sector Público, siempre y cuando no alteren las condiciones esenciales de 
la licitación y adjudicación del contrato, debiendo limitarse a introducir las 
variaciones estrictamente indispensables para atender la causa objetiva que 
las haga necesarias. 
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»El artículo 96 del Reglamento general de la Ley de Contratos de 
las Administraciones Públicas determina que para efectuar el reajuste de las 
anualidades será necesaria la conformidad del contratista, salvo que razones 
excepcionales de interés público determinen la suficiencia del trámite de 
audiencia del mismo y el informe de la Intervención. 

 
»No consta en el expediente trámite de audiencia, ni conformidad 

de contratista. 
 
»Conforme a lo indicado anteriormente debemos considerar por 

tanto que la modificación que realiza la Resolución de la Alcaldía de fecha 16 
de junio de 2023 no modifica la duración del contrato, sino únicamente modifica 
el acuerdo de la Junta de Gobierno Local, de fecha 25 de septiembre de 2020, 
de adjudicación del contrato, en lo que se refiere a la aprobación del gasto. 

 
»De haber querido la Administración modificar la duración del 

contrato lo habría hecho constar de forma expresa, hubiera seguido el 
procedimiento legal establecido para ello, con audiencia al contratista, 
notificación del acuerdo y formalización de la modificación. Pero solamente 
modifica el acuerdo de la Junta de Gobierno Local en lo que se refiere a la 
aprobación del gasto, adaptando las anualidades a la ejecución del contrato, 
no al plazo de ejecución o duración del contrato, esto es, sustituyendo la 
financiación de fondos europeos por recursos propios en lo referente a los 
servicios de mantenimiento por el importe que se recibía de la Unión Europea. 

 
»Si, como se deduce de los plazos que intuye en su informe la 

jefa del Servicio de Patrimonio y Contratación, la Administración modifica la 
duración del contrato, debería haberlo hecho con anterioridad, pues si en junio 
de 2022 comienza el cómputo de las anualidades, esto superaría la duración 
del contrato, que finaliza el 3 de noviembre de 2024, cuatro años desde su 
firma. Pero la Administración no lo hace, y solamente por razones de 
financiación, y sólo cuando se recibe la primera factura, adopta un acuerdo 
para modificar la aprobación del gasto, ya que se considera gasto no elegible 
para su financiación EDUSI el importe de la cuota anual de mantenimiento. 

 
»Teniendo en cuenta lo mencionado anteriormente, no se puede 

considerar que la inclusión de una determinada fecha en una factura presuponga 
que el contratista sospeche que la duración del contrato se ha modificado. Es 
más, el contratista factura los servicios que presta correctamente, una anualidad 
en 2023, otra en 2024, y el resto, hasta la finalización del contrato. 
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»Cuando se presenta la primera factura no se le comunica de 
ninguna forma legal que el contrato se haya modificado en la duración, 
únicamente se le indica que se considera el 8 de junio de 2022 como fecha de 
inicio para el cobro de los servicios, y que esa fecha es la que debe figurar en 
la factura. No se puede pretender que la vía de hecho sustituya a los 
procedimientos legalmente regulados”. 

 
De acuerdo con las consideraciones anteriores, debe entenderse que el 

reajuste de anualidades acordado por la resolución de la Alcaldía n.º 2023-
3891, de 16 de junio de 2023, no supuso una modificación del contrato, ni más 
en concreto de la duración del mismo.  

 
7ª.- Por otra parte, y frente a lo que afirma la consideración jurídica 

segunda del informe de la Secretaría del Ayuntamiento de 11 de septiembre 
de 2025, transcrita en el antecedente noveno de este dictamen, parece claro 
que los pliegos no prevén una duración del servicio de mantenimiento de tres 
años. 
 

La cláusula 1 del PPT, al definir su objeto, señala que el contrato incluye 
el suministro de una licencia para el uso de un Sistema de Información de 
Gestión Tributaria y Recaudación, que lleva implícitos el mantenimiento 
correctivo y evolutivo del sistema, desde el momento de su implantación. 
 

La cláusula 8 del PPT, referida a la “Cobertura de la licencia”, indica que 
“Las prestaciones de la licencia, en relación a las funcionalidades especificadas 
en el apartado 3 y a los Requisitos técnicos y de funcionamiento del Sistema 
especificados en el apartado 4, incluirán: 

 
»8.1 Mantenimiento Correctivo y Evolutivo del Sistema. 
 
»A los efectos de la cobertura de la Licencia de uso, el 

Mantenimiento Correctivo y Evolutivo incluirá: 
 

»- Mantenimiento Correctivo: Realización de todas las 
operaciones necesarias para corregir el funcionamiento incorrecto de la 
aplicación durante el período de vigencia del contrato. 

 
»- Mantenimiento Evolutivo: Realización de las operaciones 

necesarias para la actualización e inclusión de nuevos contenidos, nuevas 
funcionalidades y mejoras en las ya existentes, así como cambios derivados 
de modificaciones de carácter legal. 
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»- Formación de usuarios: Instrucción de los usuarios en 

el manejo de las nuevas funcionalidades o modificaciones producidas como 
consecuencia de las actividades de mantenimiento arriba citadas, así como 
para los casos de errores sistemáticos o deficiencias en el funcionamiento de 
la aplicación por parte de los usuarios. (…)”. 

 
Por su parte, el PCAP no contiene previsión sobre la duración del servicio 

de mantenimiento en su artículo 3. 
 
Dentro de los criterios sujetos a juicio de valor definidos en el apartado 

13 del anexo I del PCAP, se evalúa el “Mantenimiento del Sistema de 
Información: 2 puntos. 

 
»En relación con el mantenimiento del sistema propuesto, se 

atenderá a los siguientes aspectos: 
 

»○ Alcance del servicio de mantenimiento. 
»○ Metodología de desarrollo y fiabilidad. 
»○ Actualización de versiones. 
»○ ANS propuesto”. 

 
De acuerdo con el informe de valoración del sobre 2 (doc. 75), la oferta 

de la contratista relativa al mantenimiento del sistema de información, que 
incluyó en la memoria de suministro e implantación del sobre 2 (doc.56), fue 
valorada con 1 punto. El informe señala sobre ella lo siguiente: 

 
“La propuesta explica el mantenimiento del sistema relacionando 

las modificaciones que pudieran operarse en el sistema, destacando la aplicación 
de dos fórmulas que se consideran interesantes. Las pruebas de regresión, 
que eliminan la posibilidad de que determinados cambios en el sistema afecten 
a otros componentes adicionales, y por tanto no surjan errores adicionales. Y 
el seguimiento de los cambios, que reduce la posibilidad de que se realicen 
modificaciones en el sistema que no hayan sido previamente evaluadas. 

 
»La metodología utilizada en la política de desarrollo y evolución 

se considera correcta, así como en desarrollo y actualización de versiones. 
 
»Los medios personales para el mantenimiento, y soporte a la 

gestión y a la explotación se consideran suficientes y adecuados”. 
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En la oferta técnica del contratista no se menciona la duración del servicio 
de mantenimiento. Tampoco se menciona en su oferta económica (doc. 81), al 
no constituir un criterio objeto de evaluación automática. 

 
El informe del tesorero municipal, responsable del contrato, de 26 de 

mayo de 2025, se refiere igualmente a la falta de definición de la duración del 
servicio de mantenimiento. Señala al respecto: 

 
“La cláusula cuarta del contrato de suministro y servicio para la 

modernización del sistema informático de gestión tributaria, recaudación e 
inspección refiere que la duración del contrato tendrá una duración de cuatro 
años contados desde la firma del presente contrato, sin que se recoja en el 
mismo plazos parciales de ningún tipo, salvo que el plazo para la puesta en 
marcha será de cuatro meses, según consta en la oferta económica. La oferta 
económica ofrecía una reducción del plazo de puesta en marcha del sistema 
de dos meses. 

 
»El criterio que recoge el informe de la jefa del Servicio de 

Patrimonio y Contratación no es correcto, ya que de coincidir, como refiere en 
su informe, el inicio del plazo de puesta en marcha con el inicio del contrato 
la ejecución del contrato sería de cuatro meses y tres anualidades, y no cuatro 
años, que es lo que recoge el contrato, los pliegos y la memoria del expediente. 

 
»Como antes se ha referido, el contrato no recoge plazos 

parciales de ejecución, y no define el inicio de ninguno de ellos. No determina 
cuando se tiene que entregar el suministro, no refiere cuando se inicia el plazo 
de puesta en marcha, no determina cuando empiezan las anualidades del 
mantenimiento. Todo ello, porque la Administración deja en manos de la oferta 
técnica del contratista esa definición, ya que los trabajos a realizar se consideran 
complejos desde el punto de vista técnico. Se ha de sustituir un sistema 
informático obsoleto por un nuevo sistema que debe dar respuesta a las 
obligaciones de gestión administrativa electrónica en un modelo `en la nube´. 
(…).  

 
»(…) Por ello, como he mencionado, el contrato no recoge hitos 

para todos estos servicios, y la definición de tres anualidades solamente opera 
a efectos de la cobertura del gasto al tratarse de un contrato financiado con 
fondos europeos. De haber querido la Administración que el contrato tuviera 
tres anualidades de mantenimiento, hubiera indicado el momento a partir del 
cual contar las mismas y habría reflejado de forma expresa dicha circunstancia 
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en el contrato. Pero sólo refiere que el contrato tendrá una duración de cuatro 
años”. 

 
De acuerdo con lo que queda expuesto, debe coincidirse en que ni los 

pliegos ni la oferta del contratista fijan en tres años la duración del servicio de 
mantenimiento. 

 
8ª.- No se acreditan en el expediente remitido incumplimientos del 

contratista respecto del plazo de puesta en marcha del aplicativo de los que 
se puedan derivar responsabilidades al amparo del artículo 193 de la LCSP, 
sobre “Demora en la ejecución”, y del artículo 12 del PCAP, a los que se refiere 
expresamente el informe del Servicio de Patrimonio y Contratación de 30 de 
abril de 2025. 
 
 Este informe del Servicio de Patrimonio y Contratación señala: 
 

“Primera. Sobre la duración del contrato y la demora en la puesta 
en marcha del servicio. 
 

»De acuerdo con lo expresado en los antecedentes núm. 1 y 4 
reseñados anteriormente, tanto el pliego de cláusulas administrativas 
particulares, como el contrato formalizado, determinan que el contrato tendrá 
una duración de cuatro años desde su formalización. 

 
»El contrato fue formalizado en fecha 3 de noviembre de 2020, 

estableciéndose, de acuerdo con la oferta presentada por el contratista en la 
licitación del contrato, un plazo parcial de puesta en marcha de 4 meses (2 
meses menos al plazo de 6 meses establecido en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares), finalizando por tanto dicho plazo parcial el 4 de 
marzo de 2021. De acuerdo con el informe final de suministro e implantación 
emitido por el responsable del contrato (antecedente 15.a), la puesta en 
marcha del aplicativo se produjo en fecha 8 de junio de 2022 iniciándose en 
dicho momento la prestación del servicio de mantenimiento. De lo expuesto 
se concluye que se ha producido una demora de 15 meses respecto del plazo 
ofertado por el propio contratista, no constando en el expediente informe del 
responsable del contrato sobre los motivos de dicho incumplimiento y su 
eventual imputabilidad al contratista. 

 
»De conformidad con lo establecido en el artículo 193 de la Ley 

9/2017 (…). 
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»De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 12 del PCAP bajo la 
rúbrica Ejecución del Contrato: (…). 

 
»Entiende quien suscribe que deberían ser objeto de aclaración 

por parte del responsable del contrato las circunstancias relativas a la demora 
en el cumplimiento del plazo parcial de cuatro meses establecido para la 
puesta en marcha del aplicativo, establecido de acuerdo con la propia oferta 
formulada por el contratista para participar en la licitación, a efectos de 
determinar la eventual existencia de responsabilidad del contratista al respecto 
de tal incumplimiento y, en su caso, la propuesta de imposición de las penalidades 
y determinación de los daños y perjuicios que pudieren corresponder”.  

 
A esta aclaración procede el ya citado informe del tesorero municipal, 

responsable del contrato, de 26 de mayo de 2025, según el cual, “(…) Como 
antes se ha referido, el contrato no recoge plazos parciales de ejecución, y no 
define el inicio de ninguno de ellos. No determina cuándo se tiene que entregar 
el suministro, no refiere cuando se inicia el plazo de puesta en marcha, no 
determina cuando empiezan las anualidades del mantenimiento. Todo ello, 
porque la Administración deja en manos de la oferta técnica del contratista 
esa definición, ya que los trabajos a realizar se consideran complejos desde el 
punto de vista técnico. Se ha de sustituir un sistema informático obsoleto por 
un nuevo sistema que debe dar respuesta a las obligaciones de gestión 
administrativa electrónica en un modelo `en la nube´. En el pliego técnico se 
recoge que componen los servicios de asistencia asociados a la propia 
implantación del aplicativo: 

 
»- Apoyo técnico necesario para la parametrización e 

implantación de dicho Sistema adaptado a las características particulares del 
Ayuntamiento de xxxx. 

 
»- Servicios de integración de dicho Sistema con aplicaciones y 

sistemas Corporativos del Ayuntamiento y sistemas externos implicados. 
 
»- Apoyo técnico para la migración de datos desde el Sistema de 

Información actual del Ayuntamiento de xxxx. 
 
»- Formación de técnicos y usuarios para el uso y explotación del 

Sistema. 
 
»- Servicios de apoyo para su puesta en marcha. 
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»- Asistencia tras la puesta en marcha, a prestar en el lugar 
determinado por el Ayuntamiento de xxxx, durante el proceso de puesta en 
marcha hasta la recepción de conformidad por parte del mismo. 

 
»De esto se deduce que debemos diferenciar la implantación de 

la puesta en marcha, ya que el plazo de implantación es un plazo mayor que 
el de puesta en marcha, que el período de implantación abarca el plazo de 
puesta en marcha, y que es el plan de trabajo del contratista el que define los 
plazos.  

 
»Por ello, como he mencionado, el contrato no recoge hitos para 

todos estos servicios, y la definición de tres anualidades solamente opera a 
efectos de la cobertura del gasto al tratarse de un contrato financiado con 
fondos europeos. De haber querido la Administración que el contrato tuviera 
tres anualidades de mantenimiento, hubiera indicado el momento a partir del 
cual contar las mismas y habría reflejado de forma expresa dicha circunstancia 
en el contrato. Pero sólo refiere que el contrato tendrá una duración de cuatro 
años. 

 
»Que se incluyera como valorable la reducción del plazo de 

puesta en marcha se debe que es el período durante el que la Administración 
deja de trabajar con la aplicación informática anterior y adopta el nuevo sistema, 
que debe ser eficaz, pues afecta a los contribuyentes, y es complejo, pues, en 
este caso, se comprueba que la base de datos es correcta y se puede utilizar, 
y se realizan las comprobaciones de funcionamiento en producción que avalen 
el éxito de la implantación del nuevo sistema. 

 
»El contratista inició la implantación del sistema a partir de la firma 

de contrato, y en prueba de ello, en marzo de 2021 ya estaba operativa la 
aplicación de gestión del padrón de habitantes en el cloud habilitado para ello, 
que instaló la base de datos única, tanto para el padrón de habitantes como 
para el sistema de gestión tributaria, recaudación e inspección. 

 
»De conformidad con la propuesta técnica del contratista el 

período de puesta en marcha del aplicativo se inició con la constitución del 
comité de implantación y terminó con la puesta en producción, el 31 de marzo 
de 2022 el Comité de Dirección decide la fecha de puesta en producción, y el 
8 de junio de 2022 se dejó de utilizar el anterior aplicativo”.  

 
9ª.- Tras el análisis y valoración efectuados en las consideraciones 

jurídicas precedentes, procede señalar en conclusión que, de acuerdo con el 
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artículo 3º y anexo I del PCAP del presente contrato, relativo al “Plazo de 
ejecución”, este es de cuatro años desde la formalización del contrato, como 
así recoge también la cláusula cuarta del contrato firmado. No se contemplan 
plazos parciales, ni prórrogas del contrato. 

 
La formalización del contrato tuvo lugar el 3 de noviembre de 2020, 

fecha a partir de la cual comienza a contar el plazo de ejecución de cuatro 
años previsto en el PCAP, que finaliza el 3 de noviembre de 2024, al no haberse 
modificado el plazo de ejecución del contrato. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa:  
 
Procede que por el órgano de contratación se interprete el contrato   

mixto de suministro y servicio para modernización del sistema informático de 
gestión tributaria, recaudación e inspección, suscrito entre el Ayuntamiento 
xxxx y qqqq, S.A.U., en los términos establecidos en el presente dictamen. 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


